En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 130 del Reglamento de la Cámara, se ordena la publicación en el Boletín Oficial del Parlamento de Navarra de las enmiendas presentadas a la totalidad del proyecto de Ley Foral reguladora del Mecenazgo cultural y de sus incentivos fiscales en la Comunidad Foral de Navarra, publicado en el Boletín Oficial de la Cámara número 128 de 8 de noviembre de 2013.

Pamplona, 23 de enero de 2014

El Presidente: Alberto Catalán Higueras

ENMIENDAS A LA TOTALIDAD

Enmienda núm. 1

formulada por los 
Grupos Parlamentarios 

Bildu-Nafarroa y 
Aralar-Nafarroa Bai

Enmienda a la totalidad del proyecto de Ley Foral reguladora del Mecenazgo cultural y de sus incentivos fiscales en la Comunidad Foral de Navarra, para su devolución al Gobierno.

Motivación: La iniciativa de la Ley Foral de mecenazgo constituye, al parecer, la pieza más importante de la nueva estrategia del Gobierno de Navarra en materia de cultura, y está llamada a transformar el panorama cultural de la Comunidad Foral, no necesariamente en el sentido que consideramos positivo o deseable.

La regulación del mecenazgo puede ser necesaria y útil, pero la propuesta del Gobierno de Navarra no puede abstraerse del contexto de recortes en cultura que, en estos años de crisis, entre 2008 y 2013, ha llevado a cabo el Gobierno de Navarra: los presupuestos dedicados a cultura se han reducido en torno a un 65% y lo han hecho sea cual sea la referencia (presupuesto ejecutado, PIB, per cápita). En este sentido, el mecenazgo parece concebirse no tanto como un mecanismo de estímulo de las actividades culturales, sino de sustitución del esfuerzo público. Entendemos el mecenazgo como un complemento, una aportación adicional de la sociedad civil a la financiación pública. Las instituciones han de garantizar desde lo público la cultura como derecho y fomentarla como recurso, sin plegarse a las estrategias privatizadoras y, por tanto, regresivas y poco democráticas, de las cuales un mecenazgo mal entendido se convierte en punta de lanza.

Hay, pues, objeciones de fondo al planteamiento que el proyecto de ley hace del mecenazgo, que creemos inseparable de la política cultural que el Gobierno de Navarra viene desarrollando en los últimos años y que lleva a una retirada o abstención pública en un ámbito tan sensible para el bienestar y la salud de una sociedad avanzada.

Por otra parte, para abordar una legislación sobre el mecenazgo necesitamos previamente un 'diagnóstico de urgencia', de carácter crítico e independiente, sobre la situación de la cultura en Navarra, basado en el contraste de datos económicos y en apreciaciones directas del sector.

La misma definición que el proyecto de ley hace del mecenazgo cultural como “la participación privada en la realización de proyectos o actividades culturales que sean declarados de interés social por el Departamento de Cultura del Gobierno de Navarra” es restrictiva, privatizadora en la medida en que va acompañada de una retirada de la acción pública, pero, al mismo tiempo y aunque parezca paradójico, intervencionista, por cuanto muestra claramente un afán de acotar y seleccionar administrativamente los proyectos merecedores de un trato favorable. La discrecionalidad atribuida al departamento competente en la materia así lo avala. En este sentido, la “facultad del Consejero para dictar las normas que regulen los procedimientos y la publicidad de la declaración de interés social” puede convertirse en una sutil maniobra para la arbitrariedad, el control y el privilegio.

Asimismo, considerar que las actividades que promueve el Departamento de Cultura son de por sí “de interés social”, es una presunción puramente burocrática y patrimonialista de la cultura que sorprenderá a los productores culturales, los cuales sí tienen que justificar sus proyectos.

El intento de delimitar las categorías artísticas que incluye la ley denota que se parte de una idea decimonónica de la cultura y que no se comprende la plasticidad, a menudo inabarcable, de la cultura contemporánea, repleta de novedades cambiantes. Los mismos conceptos de mecenazgo y patrocinio deben abordarse de manera diferenciada. Es preciso delimitar ambas prácticas, así como revisar sus respectivos tratamientos fiscales.

Por otra parte, la regulación de “productos financieros indisponibles” es discutible, tanto en sus detalles concretos como en su concepción. Efectivamente, supone la introducción de elementos financieros, de una financiarización de la cultura que supone la intrusión de variables y criterios de decisión ajenos a lo cultural que pueden distorsionar la asignación de recursos. 

Por otra parte frente al vago criterio del “interés social”, resultaría más coherente plantear criterios de “utilidad pública”, que incluyan conceptos tales como la cultura como bien común y como derecho universal, como defensa de los derechos humanos, la diversidad cultural y lingüística, los valores democráticos y la participación ciudadana, la libertad de expresión y creación, el acceso universal al conocimiento, la educación y la formación, la protección del patrimonio material e inmaterial, el desarrollo económico desde la cultura, el cumplimiento de declaraciones de la Unesco, etcétera.

Por último, fiar la política cultural de Navarra a incentivos fiscales constituye un enfoque miope que no se compadece con los datos disponibles y la evolución reciente en muchos países. No hay una relación directa entre participación privada en la cultura e incentivos fiscales, quizá porque el comportamiento altruista obedece a motivaciones distintas a las puramente crematísticas. A ello hay que añadir que deducciones y desgravaciones tienen un coste para el erario público, en forma de gasto fiscal (ingresos que dejan de percibirse, también llamados beneficios fiscales), de modo que esa parte del esfuerzo público quedaría fuera de las posibilidades de escrutinio político, aunque su destino está fuertemente condicionado por el mencionado intervencionismo que destila el proyecto de ley. Se trata, pues, de un modo de condicionar la política cultural con recursos públicos pero sin responder de los mismos.

En suma, consideramos que el proyecto de ley no atiende ni en su concepción, ni en los principios que lo inspiran, ni en su articulación concreta las necesidades y prioridades de la cultura en Navarra.

Por todo lo expuesto, los grupos abajo firmantes consideran que el proyecto de Ley Foral de Mecenazgo Cultural debe ser revisado íntegramente, presentan enmienda a la totalidad e instan al Parlamento de Navarra a devolver al Gobierno de Navarra dicho proyecto de ley.

Enmienda núm. 2

formulada por el 
Grupo Parlamentario 

Izquierda-Ezkerra 

Enmienda a la totalidad del proyecto de Ley Foral reguladora del Mecenazgo cultural y de sus incentivos fiscales en la Comunidad Foral de Navarra, para su devolución al Gobierno.

Motivación: Todas las personas tienen derecho a la cultura, siendo obligación de los poderes públicos promover y garantizar el acceso a la cultura, la ciencia y la investigación.

Si ya de por sí el presupuesto del Gobierno de Navarra destinado a la acción cultural no ha sido suficiente en los últimos años, en este contexto de crisis económica, el presupuesto de acción cultural ha sido el que ha sufrido los mayores recortes de todo el Gobierno de Navarra, lo que nos ha llevado a una situación dramática en muchos sectores culturales, y a una importante destrucción de empleo en el sector. En términos económicos cabe resaltar que, pese a que el compromiso electoral del grupo político que sostiene al Gobierno de Navarra fue destinar al menos un 1,5% del presupuesto a acción cultural a lo largo de la legislatura, hoy este apenas supera el 0,7% del total del presupuesto de Navarra.

A los recortes del presupuesto público hay que añadir la subida al 21% del IVA cultural por parte del Gobierno del PP, verdadera puntilla para el sector de la cultura por cuanto ha provocado una importante reducción del consumo cultural.

En este contexto, creemos que el Gobierno de Navarra impulsa esta ley de mecenazgo cultural no como un complemento a las políticas públicas de promoción de la cultura, sino como un parche para enmendar una pequeña parte del destrozo provocado por sus recortes y su nefasta política cultural.

Hay que pensar que en este contexto de crisis, donde también las políticas de las empresas en materia de patrocinio se ven afectadas a la baja, es muy difícil que una ley de este tipo incremente de manera significativa las aportaciones privadas para el patrocinio y mecenazgo de la actividad cultural.

En cuanto al proyecto de ley foral en sí mismo, consideramos que tiene una serie de cuestiones francamente negativas, entre las que destacamos las siguientes:

– Es discriminatoria por cuanto, en lugar de establecer desgravaciones fiscales para toda actividad cultural, establece mecanismos arbitrarios para que una actividad cultural tenga desgravaciones fiscales y otra no. Por nuestra parte entendemos que toda actividad cultural debe tener la misma desgravación fiscal.

– No contempla el incentivo al consumo cultural como una manera de potenciar el sector. 

– Establece de manera discriminatoria desgravaciones a las confesiones religiosas.

– Igualmente, discrepamos de que los “productos financieros indisponibles” que tengan relación con la cultura puedan ser beneficiarios.

A nuestro juicio, sería preciso un nuevo proyecto de ley foral que contemplara entre otras cuestiones:

– Un compromiso de financiación pública de la cultura mínimo, para que la política de mecenazgo no suponga una disminución de las políticas públicas.

– Un aumento de las desgravaciones y contemplar el consumo cultural como deducible en determinadas circunstancias.

– Que toda actividad cultural se vea beneficiada sin intervención de la administración pública.

– Que elimine los elementos discriminatorios antes mencionados. 

– Que potencie las microdonaciones a la actividad cultural.

Por todo lo expuesto, consideramos que el proyecto de Ley Foral de Mecenazgo Cultural debe ser revisado íntegramente y presentamos la siguiente enmienda la totalidad e instamos al Parlamento de Navarra a devolver al Gobierno de Navarra el proyecto de ley foral planteado.

